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EL PROGRESO LLEGA A BUEN PUERTO, EL PUERTO CONFIABLE DE GUAYAQUIL

Acción de Protección No. 677-2009

SEÑORES JUECES MIEMBROS DE LA TERCERA SALA DE LO PENAL Y DE
TRANSITO DE LA CORTETPROVJNCIAL DEL GUAYAS

r, '' ING. VICENTE PIGNATARO ECHANIQUE>en mi calidad de Gerente General de la
( c__Autoridad Portuariade Guayaquil tal como constaacreditado dentro del proceso, y por tanto
^ - su representante "legal, dentro-de .la-improCedente acción de protección constitucional,

signada con el número 677-2009, seguida por Jorge Jiménez Cedeño, en contra de la
institución, ante ustedes, como mejor proceda en derecho comparezco y expongo:

Comparezco ante ustedes, conforme lo dispone el4 artículo 62 de la Ley Orgánica de
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional (en 4adelante "LOGJCC") propongo la
presente A^CróN^XTRAORD^^ dentro del término de ley,
toda vez que la resolución dictada dentro de la presente causa ha violado los derechos
fundamentales que le asisten a mi representada. Consecuentemente, dentro del término de
cinco días, ustedes deberán remitir el expediente íntegro de este proceso a la Corte
Constitucional, para que sus integrantes se pronuncien sobre las violaciones que detallo a
continuación:

1. Antecedentes.

El ingeniero Jorge Raúl Jiménez Cedeño presentó una Acción de Protección recayendo,
mediante sorteo, a conocimiento del Juez Quinto de Garantías Penales de Tránsito. La
demanda fue interpuesta en virtud de que, según el actor, el Gerente General de ese
entonces, esto es, Alm. Tomás Leroux Murillo, violó sus derechos constitucionales por

^ medio del oficio No.444-2009 del 16 de junio del 2009, por medio del cual se informó sobre
la supresión de la partida presupuestaria relacionada con su puesto de trabajo.

Mi representada compareció y sostuvo ante el Juez Constitucional de primera instancia que la
supresión de puestos fue el resultado de un proceso llevado a cabo legalmente, sustentadoen
lo dispuesto en la Ley Orgánica de S^rvici<^jy^ y
Homologación de las Remuneraciones del Sector Público (LOSSCA), en el Reglamento de la
referida Ley, así pomo en Resolución de la Secretaría Nacional Técnica de Desarrollo de
Recursos Humanos y de Remuneraciones del Sector Público (SENRES) que expidió la Norma
Técnica del Subsistema de Planificación de Recursos Humanos, en cuyo Capítulo IV, constan
las disposiciones en que se define el proceso de supresión de puestos y en el Estatuto
Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de Autoridad Portuaria de Guayaquil.

La Autoridad Portuaria de Guayaquil siempre demostró, durante la sustanciación, que el
actor reclamó un asunto de mera legalidad, materia de la que no es competente un juez
constitucional. En diversos escritos, y en todas las comparecencias de APG en la causa,
siempre se resaltó que en la acción constitucional iniciada por el ingeniero Jorge Jiménez
Cedeño pretendió analizar y obtener un pronunciamiento judicial sobre la validez delpropaso
de supresión de puestos, así como de la legalidad o ilegalidad de la resolución adm^nistyatjpi
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EL PROGRESO LLEGA A BUEN PUERTO, EL PUERTO CONFIABLE DE GUAYAQUIL

que comunica al accionante la supresión de su puesto de trabajo, que vuelvo y recalco no es
asunto de materia constitucional toda vez que se está desnaturalizando la esencia de la misma.

1.2. La resolución de primera instancia.

El Dr. Carlos Morales Anchundia, Juez Quinto de Garantías Penales de Tránsito del Guayas,
mediante resolución dictada el 29 de enero del presente año, a las 17h05 y notificada el día 3
de febrero del 2010, declaró con lugar la acción iniciada por el ingeniero Jorge Jiménez
Cedeño.

La resolución del Juez Constitucional de Instancia vulnera gravemente los derechos de la
Autoridad Portuaria de Guayaquil pues analiza y dispone sobre un tema de legalidad como ya
lo expuse, lo que se encuentra expresamente prohibido por la LOGJCC. Por ejemplo en el
considerando SEXTO de la resolución en referencia, el Juez Constitucional de Instancia
declara:

"... se trata de la vulneración amenazada de vulneración de derechos que
aparece en la Comunicación Interna de Gerente No. G-444 2009, defecha
junio 16/2009suscrita por el Gerente Almirante Tomas Leroux M. donde
pone en conocimiento que con motivo de la Concesión de la operación del
Puerto de Guayaquil a favor de la compañía CONTECON GUAYAQUIL
S.A. Autoridad Portuaria de Guayaquil cambió su organismo operador el
de "controlador y supervisor" de las actividades de operación de dicho
puerto, constituyéndose este evento en el fundamento del proceso de
reestructuración institucional y de recursos humanos que se encuentra
implementando actualmente la entidad, el cual desemboca en la necesidad
de suprimir varias unidades administrativas cuya misión y portafolio de i,
productos estaban enfocados directamente en la operación del Puerto de
Guayaquil... ".

Inmediatamente se encuentra la siguiente afirmación en el considerando DÉCIMO
PRIMERO:

"En este caso concreto, el proceso de supresión de puestos es un acto que nace de la
autoridad nominadora luego de acoger una propuesta orgánica y funcional de los
departamentos pertinentes, con la intención de reestructurar la entidad, es un
mecanismo o procedimiento, que en ningún momento se lo puede asimilar a un
proceso administrativo típico, una facultad legal de toda institución púmiectúe
disponer la supresión de puestos, por lo que si nace de la ley no puede decitjse
entonces que es ilegal o tiene visos de ilicitud. Elproceso de supresión de pues/^gj10
es un sumario administrativo... "

Considerando DÉCIMO SEGUNDO:
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EL PROGRESO LLEGA A BUEN PUERTO, EL PUERTO CONFIABLE DE GUAYAQUIL

"... y por cuanto no hay unajustificación razonada para que se haya emitido la
Resolución G-017-2009, emitida por el Gerente de Autoridad Portuaria de
Guayaquil, donde se resuelve el suprimir puestos Institucionales de la Autoridad
Portuaria de Guayaquil, que se encuentran detallados en la lista de asignaciones
en elformulario quefigura... "

Estas aseveraciones del Juez inferior revelan de forma evidente que no existió un verdadero
análisis y revisión del proceso, pues en este obran los informes técnicos que motivaron la
reestructuración operativa de la Autoridad Portuaria de Guayaquil (informes favorables de la
entonces SENRES y del Ministerio de Economía y Finanzas), así como también los informes
que se realizaron a las funciones que realizaba el actor, etc. No valoró las pruebas
presentadas a favor de mi representada, sino que se arrogó funciones de Juez Contencioso
Administrativo disponiendo que se deje sin efecto la Resolución No. G-017-2009, dictada el
23 de junio del 2009 por el Gerente General de ese entonces Alm. Tomás Leroux Murillo; es
decir, dirimió sobre la legalidad de un acto administrativo.

2. Apelación de la resolución.

Evidentemente mi representada presentó de forma oportuna un recurso de apelación ante el
Juez Constitucional de instancia, quien lo concedió y elevó el proceso a la Corte Provincial de
Justicia del Guayas, donde luego del sorteo correspondiente, recayó su conocimiento en la
Tercera Sala de lo Penal, signada con número 677-2009.

La decisión judicial que motiva la presentación de esta Acción Extraordinaria de Protección
es la de segunda instancia; es decir, la dictada por los Jueces Provinciales de la Tercera Sala
de lo Penal y de Tránsito de la Corte Provincial del Guayas: doctores Héctor Cabezas
Palacios, Carlos Hoyos Andrade y Juan Carrión Maldonado. Dicha resolución fue dictada el
24 de agosto del 2010, a las 14hl5 y notificada el 01 de septiembre del mismo año.

3. Agotamiento de otras vías de impugnación.

Los procesos constitucionales de protección tienen sólo dos instancias. Una vez resuelto el
recurso de apelación, la decisión judicial impugnada no puede ser impugnada de otra forma.
Consecuentemente, mi representada agotó todas las vías de impugnación y la decisión judicial
es susceptible de ser conocida por la Corte Constitucional como en efecto mi representada lo
hace.

4. Derechos constitucionales violados.

La resolución impugnada ha violado las garantías al debido proceso que asiste a mi
representada (Constitución, artículo 76, 7: debido,j3roces.a .con-4as-respectivas garantías).
Dicha violación, ha vulnerado además el dWechVtfia tuteiaJudicial efectiva, que asiáteXmi
representada y que está garantizado en el artículo 75 de la (Constitución. Esto ha/inoídwdo,
además, en una violación al principio de seguridad jurídica, recogido en el artícul^#2 d$ la
Constitución.
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Conforme quedó señalado el Ing. Jorge Jiménez Cedeño pretendió que unJuez Constitucional
deje sin efecto, como de hecho sucedió, la resolución gerencial respecto a supresión de su
puesto, pudiendo evidenciar con una simple lectura de la presente demanda que la pretensión
del actor estuvo íntimamente relacionada con cuestiones de legalidad. L

La Sala, rechazó la apelación interpuesta contra la resolución de primera instancia y
"CONFIRMA la sentencia venida en grado que fuera dictada por el Juez Quinto de
Garantías Penales..."; es decir, resolvió sobre asuntos que no tenían relación con ninguna
violación a derechos constitucionales, sino que eran asuntos de mera legalidad.

El artículo 75 de la Constitución de la República del Ecuador dispone:

"Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a lajusticiay a la tutela efectiva,
imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de
inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en indefensión. El incumplimiento
de las resolucionesjudiciales será sancionadopor la ley."

Y el artículo 76 ibídem prescribe:

"En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier
orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes
garantías básicas: (...)

7. El derechode las personas a la defensa incluirá las siguientesgarantías: (...) "

En síntesis: se deben reconocer y dar cumplimiento a los derechos relacionados a la tutela
judicial efectiva, el debido proceso y a la defensa para la realización plena de la seguridad
jurídica que proteje los derechos de las personas y que la justicia sea llevada a cabo
respetando las condiciones básicas que aseguren una decisión justa y no arbitraria. Pues, la
actuación del juez en una acción de protección debe versar exclusivamente sobre "una
vulneración de derechos constitucionales, por actos u omisiones de cualquier autoridad
pública nojudicial" (CRE, art. 88). Así se desprende también del artículo 45 de las Reglas de
Procedimiento, que delimita la competencia del juez en razón de la materia a la protección
judicialde derechos fundamentales, en el contexto que los define el artículo 11,numerales 7 y
8, de la Constitución. De ahí también que el artículo 17, literal 4 de la LOGJCC exija "la
declaración de violación de derechos, con determinación de las normas constitucionales
violadas "como elemento indispensable de la sentencia.

Por otra parte, el artículo 42, literal 3, ibídem claramente dice que la acción de protección no
procede cuando "en la demanda exclusivamente se impugne la constitucionalidad o legalidad
de un acto u omisión". Igual disposición encontrábamos en las Reglas que dictó la Corte
Constitucional para el Periodo de Transición, en su artículo 50, literal a, donde expresamente
se declara la improcedencia de la acciónde protección "cuando se refiera a aspectos de mer&
legalidad, en razón de los cuales existan víasjudiciales ordinarias para la reclamatyónjl^lys
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EL PROGRESO LLEGA A BUEN PUERTO, EL PUERTO CONFIABLE DE GUAYAQUIL

derechos, y particularmente, la vía administrativa", esta disposición estaba vigente al
momento de iniciarse la acción en contra de APG, y debió ser observada por los miembros de
la Sala que dictaron la resolución que ahora impugnamos.

\ Si el juez declara que mediante acto ilegal se violó el derecho constitucional debe
* argumentarlo racionalmente en la sentencia para cumplir el mandato de motivación y jamás

puede admitirse que el juez constitucional deje sin efecto actos si no motiva y explica la
relevancia constitucional de la ilegalidad. Si estos dos requisitos no se hallan presentes en la
sentencia, entonces el juez falla sobre asuntos de mera legalidad, contraviene el artículo 50 de
las Reglas de Procedimiento y se pronuncia sobre asuntos que exceden el ámbito de
competencia que le otorga la Constitución.

La respuesta es evidente: tanto la sentencia de primera instancia como la de segunda, objeto
de este recurso, fallaron sobre asuntos de mera legalidad, dichas sentencias carecen de
efectos jurídicos toda vez que han sido dictadas sobre asuntos para los cuales el juez no está
autorizado por el ordenamiento jurídico colocando en indefensión a Autoridad Portuaria de
Guayaquil porque se viola el principio de seguridad jurídica, que garantiza la aplicación de la
norma solo por parte de la autoridad competente, según el artículo 82 de la Constitución.

Cabe mencionar que el actor ha comparecido ante la justicia ordinaria y ha presentado ante el
TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO una demanda impugnando el proceso de
supresión de puestos legalmente ejecutado por mi representada. Demanda en la que solicita su
reintegro, igual pretensión que en la presente acción, documento que adjunto en calidad de
copia certificada para que se pueda evidenciar la dualidad de accionar el derecho con la que se
ha actuado.

^ El considerando SEXTO de la sentencia motivo de este recurso menciona claramente:
"Corresponde entonces a la Justicia Constitucional establecer si el acto de autoridad que se
impugna es legítimo, es decir si ha sido dictadopor una Autoridadque no tiene competencia
para ello, o si en su expedición se han observado procedimientos establecidos en las leyes de
la República ". Se evidencia una vez mas, que se ha desnaturalizado la acción de protección
convirtiéndola en una "herramienta" para conocer y decidir sobre temas netamente de
legalidad.

Anexo algunos fallos de acciones de protección interpuestas por funcionarios que fueron
suprimidos bajo los mismos argumentos, con los mismos informes técnicos, etc. para
demostrar la particularidad de este caso concreto.

El hecho de que la Sala haya decidido ignorar estos hechos, se traduce en una ausencia de
motivación, pues los mismos no sólo eran parte del recurso interpuesto, sino que eraa-Ja base
fundamental de la defensa de mi representada. Consecuentemente, al analizar temas
irrelevantesy ajenos al proceso, se violó el debido proceso, lo que hace pertinentp la pijes^nte
Acción Extraordinaria de Protección.

y E-mail: www.apg.gob.ee. - Dirección: Ave. 25 de Julio - Via Puerto Marítimo
PBX: 2480120, 2480083 Fax: 593 - 04 - 2484728 - Casilla: 09 - 01 - 5739

Guayaquil - Ecuador - América del Sur



EL PROGRESO LLEGA A BUEN PUERTO, EL PUERTO CONFIABLE DE GUAYAQUIL

5. Pretensión de la Autoridad Portuaria de Guayaquil:

Por lo expuesto, a fin de reparar integralmente los derechos violentados, requerimos que en
sentencia se disponga declarar que la sentencia impugnada ha violado el derecho a la defensa,
al debido proceso, a la tutelajudicial efectiva y a la seguridad jurídica y, por ende, la nulidad L
de la misma para la suspensión inmediata de todos sus efectos.

Que se oficie al Consejo de la Judicatura para que determine la responsabilidad administrativa
de los autores de la resolución impugnada por haber dictado un fallo carente de motivación y
violatorio a las garantías del debido proceso, según el artículo 76.7,1), de la Constitución, lo
que constituye falta grave conforme lo dispone el artículo 108, numeral 8, del Código
Orgánico de la Función Judicial.

La presente acción tiene por objeto primordial la protección_de los derechos fundamentales
violados por una sentencia o auto judicial.

Recibiré notificaciones en la casilla constitucional número 514

Designo como patrocinadores a los abogados Ánge^OüSiisétÍNlora y Lucía León Solís, para
que de manera individual o conjunta presenten cuantos escritos sean necesarios para la
defensa de los intereses de Autoridad Portuawa de Guayaquil.

EsWticií

AB.AI

NATARO ECHANIQUE

GENERAL

AB. LU

MAT. 4.612

lo Penal yde Tránsito de la Corte
rtnchri da JiwÜiriñ riftl GWW»
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CARLOS MARTÍNEZ VITERI

ABOGADO

Señores Jueces del Tribunal Distrital No. 2 de lo Contencioso Ad

Guayaquil.-

v

Diana Alexandra Dunn Enderica, ecuatoriana, mayor de edad, Abogada, ca§S

los derechos que represento de la Autoridad Portuaria de Guayaquil (en adelante,
"APG"), en mi calidad de Gerente encargada y representante legal1, dentro del juicio
contencioso administrativo 781-09-2, que sigue Jorge Raúl Jiménez Cedeño en contra de
mi representada, ante ustedes comparezco para formular mi contestación a la demanda:

1. La concesión del Puerto de Guayaquil.

Como es de conocimiento público, el 31 de mayo de 2007 el Puerto Marítimo Libertador
Simón Bolívar de Guayaquil fue concesionado por APG a la compañía Contecon
Guayaquil S.A. (en adelante, "Contecon"), filial de la operadora portuaria multinacional

ICTSI.

A partir del inicio de operaciones de la concesionaria el 1 de agosto de 2007, en virtud de
los principios de eficacia y eficiencia que rigen toda la administración pública, por
mandato del artículo 227 de la Constitución, el rol de APG, respecto del servicio

portuario, pasó a ser de "operador" del mismo a "controlador y supervisor".
Evidentemente, si la operación del Puerto, en virtud de la concesión del servicio público
portuario, ha pasado a manos de un operador privado (Contecon), entonces la función de
APG como entidad pública se limita al control y supervisión del manejo de la concesión.

En virtud de este cambio funcional, era necesaria una restructuración institucional de

APG, para lo cual, aplicando la Norma Técnica SENRES-PROC-2006-0462, APG aprobó
el Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Autoridad Portuaria
de Guayaquil3 (en adelante, el "Estatuto"), envirtud del cual seestableció que 68 puestos
debían ser ocupados por funcionarios públicos de nombramiento.

Por tanto, existiendo a tal fecha 99 servidores de nombramiento, había que suprimir 31

puestos para cumplir con la reestructuración.

Adjunto mi nombramiento como ANEXO 1.
Registro Oficial 251, 17de abril de 2006.
Resolución PD-015-2009, dictada el 5 de febrero de 2009.
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ABOGADO

En consecuencia, el 10 de febrero de 2009, el Jefe del Departamento Admin:
APG, Economista Eduardo Sánchez Rivera, expidió la Circular DAD-001-2009

los servidores con nombramiento, para consultarles si deseaban acogerse al procesi

supresión de puestos o más bien a la renuncia voluntaria. No ha existido, evidentemente,
el supuesto "secretismo" que falsamente señala la demandante.

2. La supresión de puestos.

Ahora bien, el proceso de supresión de puestos —distinto al de supresión de unidades,

áreas o procesos—, está regulado por el artículo 65 de la Ley Orgánica de Servicio Civil
y Carrera Administrativa ("LOSSCA"), que cito5:

Art. 65.- De la supresión de puestos.- La supresión de puestos procederá por
razones técnicas o económicas y funcionales en los organismos y dependencias
de la función ejecutiva, se realizará previo estudio y dictamen de la Secretaría
Nacional Técnica de Desarrollo de Recursos Humanos y Remuneraciones del
Sector Público; y en las instituciones o entidades que no sean parte de dicha

función con el informe de la respectiva unidad de recursos humanos, en ambos

casos siempre que se cuente con fondos disponibles para el paso de la

correspondiente indemnización y se produzca dicho paso al servidor removido.

En caso de puestos vacantes que deben ser suprimidospor las razones señaladas,
podrá prescindirse del dictamen o informe señalados. La supresión de puesto
implica la eliminación de la partida respectiva y la prohibición de unaposterior
creación del mismo cargo con igual o diferente remuneración.

El cambio de denominación no significa supresión del puesto.

Como se ve, la ley exige para la supresión de puestos:

a) Que existan razones técnicas o económicas y funcionales.

b) Que exista un informe de la respectiva unidad de recursos humanos, si la
institución no pertenece a la Función Ejecutiva.

ANEXO 2.

El resaltado es mío.
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ABOGADO

El primer requisito salta a la vista: es evidente que, habiéndose transform
principal de "operador" a "controlador y supervisor" de APG como instituci
de la concesión del Puerto a Contecon, era imperioso suprimir puestos para adecuars'
su nueva estructura de control y supervisión, de acuerdo al Estatuto.

El segundo requisito se cumplió con el Informe Técnico de Supresión de Puestos6,
expedido el 12 de junio de 2009 por el Jefe Administrativo de APG, que se ajusta a los
elementos previstos en el artículo 132 del mismo Reglamento. Téngase en cuenta que
según el organigrama de APG vigente a tal fecha, el Jefe Administrativa era quien tenía a
su cargo la división de recursos humanos.

En dicho informe se analiza técnica y prolijamente las políticas institucionales, la
estructura organizacional, el aporte de los puestos en la nueva estructura de gestión
organizacional por procesos, a fin de cumplir con los presupuestos legales y
reglamentarios.

APG, según el artículo 1 de su propia Ley7, es una "entidad autónoma de derecho
privado con finalidad pública" que, por tanto, no pertenece al Ejecutivo y, de
conformidad con el artículo 65 de la LOSSCA y el artículo 133 de su Reglamento, no
necesita "previo estudio y dictamen" de SENRES.

A nivel reglamentario, el artículo 95 del Reglamento de la LOSSCA define así la

supresión de puestos:

Art. 95.- Supresión de puestos.- Constituye el proceso técnico administrativo
mediante el cual se elimina o suprime un puesto y consecuentemente su partida
presupuestaria, por requerimientos de racionalidad y consistencia orgánica y
macro del tamaño de estado necesario y como efecto de la optimización micro de
procesos y recursos internos institucionales, de acuerdo a las políticas y

lincamientos metodológicos que establezca la SENRES. El servidor público
cesará en sus funciones y el proceso se considerará concluido únicamente cuando
la institución en la que se produce la supresión del puesto, haya efectuado afavor
del servidor público, el pago total de la indemnización.

La supresión o eliminación de los puestos en las instituciones, organismos,
empresas y entidades del Estado, procederá previo estudio y análisis efectuado
por las UARHs de cada institución, en observancia del procedimiento señalado

ANEXO 3.

Decreto Ley de Emergencia 15, publicado en el Registro Oficial 486 el 12 de abril de 1958.
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ABOGADO

en el Título IV, Capítulo IV, Sección I de este reglamento y contando
efectos de las indemnizaciones, con la respectiva disponibilidad presup
emitidapor el Ministerio de Economía y Finanzas.

La SENRES expedirá, mediante resolución las políticas, normas e instrumentos
relacionados con los procesos de supresión de puestos y desvinculación de
servidores.

En concordancia, el artículo 131 del mismo Reglamento dispone:

Art. 131.- De la supresión de puestos.- La supresión depuestos como resultado de
la racionalidad y consistencia orgánica del tamaño del Estado necesario y por
efecto de la optimización micro de los procesos internos institucionales, en base a
razones técnicas, funcionales y económicas, será dispuesta por la autoridad
nominadora previo informe favorable de las UAHR, en cumplimiento de las
políticas y normas emitidas por la SENRES, para lo cual se observará lo
dispuesto en los Arts. 121 y 132 de este reglamento. No será requisito necesario
para la supresión depuestos la eliminaciónprevia de unidades, áreas o procesos.

Nuevamente, el Reglamento exige (1) el informe de recursos humanos, que ya he

mencionado, y (2) las razones adecuadas a las políticas de SENRES, lo cual también se

cumplió con la expedición del Estatuto, que se formuló en base a una norma técnica de

SENRES.

En base a todo este proceso, siguiendo el trámite legal y reglamentario, y respetando los
Q

principios constitucionales, el 23 de junio de 2009, mediante Resolución G-017-2009 , el
Gerente de APG decidió suprimir los puestos en cuestión, de acuerdo al artículo 134 del
Reglamento de la LOSSCA, según la Lista de Asignaciones del Formulario SENRES-
PRH-SUPR.003.

El artículo 96 del Reglamento de la LOSSCA prescribe el pago de una indemnización a
favor del servidor cuyo puesto ha sido suprimido, lo cual se cumplió a cabalidad.

Nótese que el artículo 135 del Reglamento solo impone la notificación al servidor una
vez que ha culminado todo este proceso. No obstante, APG, sin estar jurídicamente
obligada a ello, notificó desde el 10 de febrero de 2009 a todos los funcionarios de la
existencia y contenido del proceso.

ANEXO 4.
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Finalmente, en noviembre de 2009, el Ministerio de Relaciones Laboralesc-áse , , . „
' ' ^-.l" !-Kio*

APG había cumplido estrictamente con el procedimiento legal y reglamentaíioV-Seg
consta del Informe de Evaluación del Proceso de Supresión de Puestos10, que concluye
que el Ministerio —sustituyendo a la extinta SENRES— no debía prestar su dictamen
previo para que proceda la supresión de puestos en APG y que "el procedimiento
aplicado en la supresión de puestos realizada en la Autoridad Portuaria de Guayaquil,
es concordante con lo establecido en la referida Norma Técnica de Planificación de
Recursos".

La importancia de esta conclusión es trascendental, cuando el mismo Ministerio, como
sustituto de SENRES, es el encargado de normar todo el procedimiento de supresión de
puestos, según el artículo 97 del Reglamento de la LOSSCA, que dispone:

Art. 97.- Procedimiento de supresión de puestos.- La supresión de puestos se
ejecutará únicamente de conformidad con el procedimiento establecido en este
reglamento y la normativa técnica quepara el efecto establezca la SENRES.

3. Supresión del puesto del recurrente.

En cuanto a la supresión del puesto del Ingeniero Jorge Raúl Jiménez Cedeño en
particular, el 28 de febrero de 2008 se realizó una Descripción de Actividades y
Productos1' sobre el puesto de Jefe de División del área de Seguridad Industrial, firmado
por el mismo recurrente. En la Auditoría de Trabajo del Puesto, se concluyó que
prácticamente todas las actividades o bien pasaron a ser de responsabilidad de Contecon
como concesionaria, o bien no presentan ningún valor agregado, o bien se referían a

actividades esporádicas, anuales o poco complejas que no ameritaban la permanencia del
puesto.

Finalmente, en el documento de Auditoría de Trabajo de la UARH , según el informe de

la Unidad de Recursos Humanos, se concluye:

9 El Ministerio de Relaciones Laborales es resultado de la fusión de SENRES y el Ministerio de
Trabajo y Empleo, en virtud del Decreto Ejecutivo 10, publicado en el Registro Oficial 10 el 24 de agosto
de 2009.

10 ANEXO 5.
" ANEXO 6.
12

•>)

ANEXO 7.
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"...la seguridad industrial y protección ambiental de las áreas concesnsqfyjAalsl'ú
Puerto de Guayaquil, constituyen responsabilidad de las empfixas"'
concesionarias CONTECON y ANDIPUERTO, por lo que las actividades
reportadas en la Auditoría de Trabajo directamente relacionadas con la
operación del Puerto no corresponden a la Autoridad Portuaria de Guayaquil,
puesto que el nuevo rol asumido es la supervisión y control del cumplimiento de
esta obligación parte, que será efectuada a través del Subproceso de Control de
Operativo de la Dirección de Control de Concesionarias. Por otra parte, en
relación al servidor: Ing. Jorge Jiménez Cedeño, cuenta con el títuloprofesional
de Ingeniero Químico, el cual no se encuadra en ningún perfil requerido para
poner en vigencia el nuevo Estatuto Orgánico. "

En base a ello, el 16 de junio de 2009, mediante comunicación interna G-438-200913, se
comunicó al recurrente la supresión del puesto, dándole el término de 3 días para
comunicar su decisión de traslado o traspaso de su puesto de trabajo a otra institución

pública. Sin embargo, el recurrente jamás manifestó su interés en el traslado, como sí lo
hicieron otros funcionarios en idénticas circunstancias.

Ante esto, el 29 dejunio de 2009 se le notificó la Acción de Personal APG-SP-1014, en
base a la comunicación interna DAD-1474-2009 que se explica por sí sola y que
especifica el valor de su liquidación de conformidad con la LOSSCA, su Reglamento y el

Mandato 8 de la Asamblea Nacional Constituyente.

4. Contestación y excepciones.

Sobre este recurso en particular, señores Jueces, una vez expuestos los antecedentes que
demuestran la absoluta licitud de la supresión de puestos y el cumplimiento cabal de la

Constitución, la LOSSCA y las normas reglamentarias y técnicas aplicables, niego de

manera pura y simple los fundamentos de hecho y de derecho de la demanda, sin

allanarme a ninguna de sus pretensiones.

Sin perjuicio de lo cual, subsidiariamente, propongo las siguientes excepciones:

4.1. Demanda diminuta.

ANEXO 8.

ANEXO 9.
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El recurrente ha incumplido con el artículo 30, g), de la Ley de la J

Contencioso Administrativa ("LJCA"), que exige "la enunciación de las pruebas
actor se propone rendir". Enunciar una prueba, señores Jueces, no es decir que se
presentarán todas las que serán solicitadas en el periodo de prueba. Eso es una burla
infantil de la ley. Cuando el legislador requiere enunciar las pruebas, la parte actora tiene
el deber procesal de señalarlas puntualmente, no decir, alegremente, que serán las que
después se le ocurra pedir. Este requisito es indispensable para la validez de la demanda

como acto procesal, que se basa en el derecho de defensa y contradicción, de manera que
la admisión del libelo diminuto de la actora contraría no solo el trámite procesal de la

LJCA, sino que también afecta los derechos constitucionales de APG como contraparte.

En subsidio, en el supuesto no consentido de que consideren que la demanda cumple con
los requisitos formales:

4.2. Caducidad de la acción contencioso administrativa.

Según se lee en el párrafo 5.1 del libelo, en el acápite de la "DEMANDA", el acto
administrativo impugnado es la Acción de Personal APG-SP-10, que fue recibida por el
recurrente el 30 de junio de 2009, según él mismo lo afirmó en el Memo JJC-003-2009,

de la misma fecha, y lo reitera en el párrafo 3.1 del libelo.

No obstante, la demanda fue presentada el 5 de noviembre de 2009, mucho más de 90

días después de la notificación del acto, de manera que ha operado la caducidad de la

acción contenciosa, según el artículo 65 de la LJCA, lo cual debió ser declarado de oficio

por el Tribunal.

4.3. Improcedencia del recurso de plena jurisdicción.

El recurrente no ha precisado con claridad cuál es el supuesto derecho subjetivo violado

—"negado, desconocido o no reconocido"— por un acto administrativo, incumpliendo

el artículo 3 de la LJCA, por lo cual la demanda se vuelve inadmisible por no reunir los

requisitos formales para la validez de la pretensión.

En subsidio, en el supuesto no consentido que ustedes entren a conocer sobre el fondo

del litigio:

4.4. Legalidad del acto administrativo.
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Conforme lo he demostrado abundantemente en los antecedentes de esta coM^^fóió^y
APG cumplió todos los requisitos constitucionales, legales, reglamentarios y tecojéíís]<mo<•
el proceso general de supresión de puestos y, en particular, en la decisión de suprimir él" "
puesto de Jefe de la División de Protección Ambiental y Seguridad Industrial. En
ninguna parte de su confusa y repetitiva demanda, el recurrente ha desvirtuado la

v presunción de legalidad del acto administrativo, ni ha podido señalar de manera puntual y
-C concreta algún vicio de fondo o alguna violación de procedimiento que deslegitime la

actuación de APG.

En especial, es falso que el recurrente haya tenido como única función fiscalizar la "parte
ambiental" de la concesión, como afirma en los párrafos 3.7 y 3.8, y que esta función, en

lodo caso, ya no la va a desempeñar nadie en APG. En la Descripción de Actividades y

Productos que él mismo firmó, se enumeran una serie de actividades que, producto de la
Auditoría Técnica, fueron asumidas por la concesionaria Contecon, de manera que no

solo resulta superflua la permanencia del puesto del recurrente, sino que hubiera sido
flagrantemente inconstitucional, puesto que hubiera conllevado a una duplicación de
funciones que contraría el principio de eficiencia que rige la administración pública,
según el artículo 227 de la Constitución. Además, en la Auditoría de Trabajo de la

UARH, esta informa que la puntual función de "supervisión y control" del cumplimiento

de las obligaciones contractuales de los concesionarios es asumida por el Subproceso de

Control Operativa de la Dirección de Control de Concesionarias, que constituye un
proceso distinto al que ocupaba el recurrente.

Así, la supresión del puesto estuvo plenamente justificada.

4.5. Pago de la indemnización por cesación de funciones.

APG cumplió con pagar la indemnización total que correspondía al recurrente por la
cesación de funciones en virtud de la supresión de su puesto, de conformidad con la

LOSSCA, su Reglamento y el Mandato 8 de la Asamblea Nacional Constituyente.

4.6. Improcedencia de la repetición contra la autoridad.

Por lo expuesto, resultaría absurdo que el recurrente pida que el Estado o APG repita
contra la autoridad, puesto que para ello se debió haber actuado con negligencia o dolo.
Lo cual es imposible cuando el acto expedido fue plenamente constitucional, legal y
técnicamente justificado.

^y ^
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5. Enunciación de pruebas y documentos anexos.

De conformidad con el artículo 35 de la LJCA, enuncio las pruebas que
momento procesal oportuno:

^ a) La reproducción de los siguientes documentos que adjunto a mi contestación:

1. Mi nombramiento como Gerente encargada de APG.

2. Circular DAD-001-2009, con fecha 10 de febrero de 2009, donde se

consulta a los servidores de nombramiento si desean acogerse al proceso

de supresión de puestos o a la renuncia voluntaria.
3. Informe Técnico de Supresión de Puestos de APG, con fecha 12 de junio

de 2009, del Jefe Administrativo, que era el máximo encargado de la

división de Recursos Humanos.

4. Resolución G-017-2009, con fecha 23 de junio de 2009, donde se resuelve

la supresión de puestos por parte de la Gerencia de APG.
5. Informe de Evaluación del Proceso de Supresión de Puestos de APG, de

noviembre de 2009, elaborado por el Ministerio de Relaciones Laborales

(que actualmente remplaza a SENRES), confirmando la absoluta
legitimidad del proceso de supresión.

6. Descripción de actividades y productos de personal de nombramiento, en
particular del puesto Jefe de División de Seguridad Industrial, de febrero
de 2008, firmado por el mismo recurrente, donde se analiza técnicamente

•*~r las funciones del puesto antes de la supresión.
7. Auditoría de Trabajo UARH, con fecha 12 de junio de 2009, sobre el

puesto de la recurrente, donde consta el informe de Recursos Humanos
que justifica la supresión de su puesto.

8. Comunicación interna G-444-2009, con fecha 16 de junio de 2009,

enviada por el Gerente al señor Jiménez, notificando —a pesar que ya lo
conocía desde febrero—, que su puesto ha sido suprimido.

(ORIGINALES)

9. Acción de personal APG-SP-10, con fecha 29 de junio de 2009, donde
consta la supresión del puesto de la recurrente.

b) La incorporaciónde los documentosque obtenga en el transcurso del litigio.

c) La confesión judicial de la recurrente.

d) Declaraciones de testigos y/o informes periciales.

\

*s
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6. Notificaciones y patrocinio.

Recibiré notificaciones en la casilla judicial 525, de los Abogados Carlos Martínez Viten

y Héctor Yépez Martínez, a quienes autorizo como patrocinadores de APG.

A ruego de la peticionaria, ofreciendo poder o ratificaciónde gestiones

-_ .;•_ .. .„.;,i^
Ab. Carlos Martínez Viten""

Rcg. 7734 CAG

Ab. Héctor Yépez Martínez
Reg. 14384 CAG

Presentado en Guayaquil hoy
del 200 aía/¿ Hjjéon >copias Iguales
a su original; anexa /%3**^ •

certifico!-

1^

Ab. Carlos F. Sofórzano A
OFICIAL MAYOR ( PROV )
TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

GUAYAQUIL
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